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RESUMEN Este artículo analiza los factores que intervienen en la forma, condiciones 
y requisitos para la implementación de la política pública a través de la dictación de 
la Ley 21.057, que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a 
menores de edad, víctimas de delitos sexuales y violentos. Dicha ley se planificó en Chile 
para ser ejecutada de manera gradual en tres etapas, y cuya finalidad es la prevención 
de la victimización secundaria de niños, niñas y adolescentes. Se trata de una política 
estatal diferenciada, enfocada en este grupo etario específico para que, de acuerdo con 
su desarrollo evolutivo, puedan acceder al proceso penal con protección, sin menoscabo 
de sus derechos. La metodología consistió en una revisión exhaustiva de la literatura y el 
contacto con expertos en la materia. Desde la vigencia de la ley, se encuentra entre sus 
resultados una aproximación de los factores tenidos a la vista por el legislador para el lo-
gro de los fines perseguidos por la norma, identificando facilitadores u obstaculizadores 
del propósito declarado de impedir la doble victimización de niños, niñas y adolescentes 
durante su paso por el sistema procesal penal, para corroborar el éxito de esta política 
pública o para proponer las modificaciones que pudieran ser necesarias a la hora de 
rectificar o prevenir problemas que pudieran conducir a su fracaso. 

PALABRAS CLAVE Victimización secundaria, niños, niñas y adolescentes (NNA), or-
ganismos públicos, implementación de políticas públicas, entrevista investigativa video-
grabada (EIV).

ABSTRACT This article analyzes the challenges and design considerations involved in 
the implementation of public policy through the enactment of Law 21.057. This law reg-
ulates recorded video interviews and other protective measures for minors who are vic-
tims of sexual and violent crimes. Planned for a gradual three-stage rollout in Chile, the 
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law aims to prevent secondary victimization of children and adolescents. It functions 
as a differentiated state policy for this age group, ensuring their access to the criminal 
process with protection and without infringing on their rights, while considering their 
developmental stage. The methodology employed an exhaustive literature review and 
consultation with experts in the field. The analysis focuses on the law’s effectiveness, 
considering the factors legislature took into account to achieve its objectives. They in-
clude identifying facilitators or obstacles that might impact the law’s declared purpose 
of preventing the double victimization of children and adolescents during their involve-
ment in the criminal justice system. By examining those factors, the article aims to as-
sess the success of this public policy and potentially propose modifications to address 
shortcomings or prevent issues that could lead to its failure.

KEYWORDS Secondary victimization, boys, girls and adolescents (NNA), public orga-
nizations, implementation of public policies, videotaped investigative interview (EIV).

Problemática y metodología de trabajo 

La Ley 21.0571 (en adelante, ley o ley especial), publicada en el Diario Oficial el 20 de 
enero de 2018, regula las entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo 
a menores de edad víctimas de delitos sexuales y violentos. Al igual que en otras 
experiencias consideradas exitosas,2 se proyectó que entrara en vigencia en Chile de 
forma gradual y progresiva, en tres etapas a nivel nacional. En efecto, la primera eta-
pa se inició el 3 de octubre de 2019 en las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, 
Antofagasta, Maule, Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y Magallanes y la 
Antártica Chilena. La segunda etapa, se inició el 3 de junio de 2021 en las regiones de 
Atacama, Coquimbo, Ñuble, Biobío, La Araucanía y Los Ríos; y la tercera etapa entró 
en vigencia el 3 de octubre de 2022, en las regiones de Los Lagos, Libertador General 
Bernardo O’Higgins, Valparaíso y Metropolitana.3 

En relación a la gradualidad de su implementación, legalmente intervienen diver-
sos factores, por lo cual es de interés el análisis de esta política pública en las regiones 
en que se encuentra ya vigente, con el fin de conocer cuáles factores se presentan 
como facilitadores u obstaculizadores. Para ello, se implementó una metodología de 
trabajo de tipo cualitativa y empírica, la cual incluyó el análisis y revisión del marco 
normativo y de artículos académicos sobre la niñez. También se recurrió a publica-
ciones sobre esta temática particular y se realizaron entrevistas semiestructuradas a 
las y los actores relevantes, a informantes clave para su implementación y a sujetos 

1.  Ley 21.057, disponible en https://tipg.link/RZvb.
2.  Por ejemplo, la reforma procesal penal operada mediante el artículo 4 transitorio de la Ley 19.640, 

Orgánica Constitucional del Ministerio Público.
3.  Disponible en https://tipg.link/RZvc.
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con injerencia en la toma de decisiones ejecutadas en el segundo semestre de 2022; 
para de esta forma conocer su perspectiva y los aspectos relevantes del marco nor-
mativo. Para ello, se estableció contacto con la Subcomisión para la implementación 
de la ley, la Comisión Nacional de Coordinación del Sistema de Justicia en la región 
Metropolitana, en específico, diecisiete miembros representantes de la primera y se-
gunda etapa de implementación de la ley, pertenecientes al Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, al Poder Judicial, a la Defensoría Penal Pública, a Carabineros 
de Chile, a la Policía de Investigaciones de Chile y a la Fundación Amparo y Justicia; 
cuyo objetivo fue establecer un acercamiento a los factores que intervienen en esta 
política pública. 

Uno de los aspectos relevantes de esta política que se transformó en ley, es 
que consideró como herramienta para cumplir su objetivo, desde su primera tra-
mitación constitucional, «limitar el número de veces que los(as) NNA puedan ser 
entrevistados(as) en el marco de la investigación penal a través de la implementación 
del Sistema de Entrevistas Videograbadas».4 Esencialmente, estableció regulaciones 
en: i) la forma de cursar la denuncia a NNA, ii) incorporar la diligencia de entrevista 
investigativa videograbada en el transcurso de la investigación y iii) la realización de 
la declaración judicial en el juicio oral; teniendo especial consideración en el proce-
so, el desarrollo evolutivo que caracteriza al ser humano en dicha etapa de su vida 
y las consecuencias que pueda tener el ser violentado. Esto, ya que se trata de una 
experiencia traumática que vive la víctima de delito, y ante la cual se requiere profe-
sionales que cuenten con las competencias idóneas para interactuar con NNA, cum-
pliendo con los protocolos de actuación y con una coordinación interinstitucional.

Política pública de la Ley 21.057 

Desde la ratificación por parte de nuestro país de la Convención Internacional de 
Derechos del Niño, más que nunca «el Estado chileno se encuentra obligado a ade-
cuar su legislación interna a los instrumentos internacionales sobre la materia y a 
reconocer y tratar a los niños, niñas y adolescentes como plenos sujetos de derechos, 
en todas las medidas concernientes, resguardando su interés superior».5 Sin embargo, 

4.  Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Ministerio de Hacienda, Ministerio de Justicia. «Pro-
yecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad 
víctimas de delitos sexuales», 22 de enero de 2014. Boletín 9.245-07. Disponible en https://tipg.link/
RZpS.

5.  Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Ministerio de Hacienda, Ministerio de Justicia. «Infor-
me de la comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en 
primer trámite constitucional, que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo 
a menores de edad víctimas de delitos sexuales», 10 de marzo de 2014. Boletín 9.245-07. Disponible en 
https://tipg.link/RZrL.
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previo a esta ley, no contábamos con una regulación que fuera precisa y en atención 
directa y centrada en este grupo etario, ya que pese a los avances en nuestra legisla-
ción, faltaba incorporarlos, considerando las particularidades en su desarrollo evolu-
tivo y en los procedimientos existentes como sujetos de pleno derecho.

De esta manera, se instala la obligación de otorgarles una protección integral, 
considerándolos, respetándolos y confiriéndoles libertades conforme a su autonomía 
progresiva. Es que según Rosati e Iturra se debe «estar convencidos de que no se trata 
de cualquier cuerpo legal, sino de un cambio de paradigma procesal y sistémico, que 
no tiene precedentes en nuestro país, incluso desde la reforma procesal penal y cam-
bia la manera de concebir la participación de los NNA en el sistema penal» (2021: 2), 
identificando la problemática que existía en nuestro país, antes de esta norma.

Considerando que existen registros de acuerdo con Unicef (2000: 1), respecto a 
la población de niños, niñas y adolescentes que han sufrido violencia física o psi-
cológica en nuestro país, que indican que este alcanza el 73,6%, lo que refleja cifras 
alarmantes. Estas cifras corresponden a situaciones de violencia generadas por parte 
de sus padres, sumado que, avanzando en las décadas y en el 2012, «la Oficina de las 
Naciones Unidas para la Droga y el Delito (UNODC), que almacena datos de los Es-
tados Unidos, informó que en ese año, Chile ocupaba el tercer puesto a nivel mundial 
en la tasa de denuncias por abuso sexual infantil cada 100 mil habitantes, con 68,5% 
de denuncias y el 95% de esos casos de abusadores con personas conocidas» (Fuentes 
y otros, 2017: 2), evidenciando la realidad de la infancia en Chile. Sumado a ello, la 
complejidad y contexto de quienes han sufrido delitos revela un promedio anual de 
víctimas de este grupo etario superior a los veinte mil, de acuerdo a denuncias ingre-
sadas (Fundación Amparo y Justicia, 2023: 3). 

En efecto, la Ley 21.057 comenzó a regir por etapas desde el 2019, abordando en 
específico la prevención de la victimización secundaria de niños, niñas y adolescen-
tes, víctimas de delitos sexuales y violentos, y estableciendo la regulación de las inte-
racciones desde la denuncia e incorporando la entrevista investigativa videograbada 
en el transcurso de la investigación, además de la intermediación en la declaración 
judicial en las instancias de juicio oral, constituyendo cambios significativos que res-
guardan la participación y acceso a la justicia.

Así, en materia de prevención de victimización secundaria de NNA, se ha avanza-
do en nuestro país; sin embargo, «existen factores que inciden en la implementación 
y, en los resultados de una política pública, y por ello constituyen objeto de estudio» 
(Revuelta Vaquero, 2007: 143). Esta, a su vez, ha implicado un trabajo continuo de las 
instituciones del sistema de justicia penal, para identificar, aplicar y dar así cumpli-
miento a sus exigencias.

Es así que se profundizó en el análisis de los factores que han influido en la victi-
mización secundaria de niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos violentos, y, 
en segundo lugar, en cómo la Ley 21.057 pretende enfrentar el fenómeno señalado. 



REVISTA DE ESTUDIOS DE LA JUSTICIA
 Núm. 41 (2024) • págs. 91-115

95

Esto se ha llevado a cabo describiendo la relación de los factores que han intervenido 
en el proceso de implementación de la ley, identificando sus hitos y analizando cómo 
ha sido su trayectoria desde su entrada en vigencia. De este modo, se busca conocer 
la relación entre los(as) actores relevantes y los mecanismos institucionales involu-
crados en su implementación, para construir así una base que permita esclarecer si 
dicha pretensión ha sido exitosa o no y, en este último caso, si a través de los factores 
facilitadores u obstaculizadores que se lograron identificar, existe en el diseño de esta 
ley especial, o desde su implementación, un acercamiento que contribuya a evaluar el 
funcionamiento de la normativa en nuestro país. 

Considerando que desde la reforma procesal penal y su entrada en vigencia en 
la región Metropolitana en el año 2005 se sumó una experiencia significativa en la 
forma de cómo se podría implementar esta política pública en las regiones, por cada 
una de sus etapas y a nivel nacional, «surgió la necesidad de una mejor atención de las 
víctimas de delitos sexuales en su paso por el sistema de justicia penal, vinculándose 
así el concepto de la prevención de victimización secundaria»,6 considerando esen-
cialmente el efecto nocivo que le provoca a las víctimas que participan en innumera-
bles instancias y diversos procedimientos investigativos, encontrándose en contacto 
y en interacción con el sistema procesal penal. 

Estos factores son analizados con miras a prevenir la victimización secundaria de 
NNA. En esta política pública se examinaron, para su abordaje, los equipos de trabajo 
y su experiencia aunada en la selección de los criterios para una atención adecuada, 
considerando siempre en el proceso el desarrollo evolutivo y las capacidades testifi-
cales que poseen los niños, niñas y adolescentes. Por ello, se analizaron los conceptos 
relevantes y los fundamentos que dieron origen a la dictación y al ejercicio actual de 
esta normativa.

Políticas públicas

Para Lahera (2008: 3), «son cursos de acción relativos a un objetivo público, que, 
desarrollados en el sector público, tienen una frecuente participación de la comu-
nidad o sector privado, que se caracterizan por la diversidad de agentes y recursos 
que intervienen en su cumplimiento» y que necesitan de medios para alcanzar sus 
fines. Este es el caso de la Ley 21.057, herramienta utilizada para hacer efectiva esta 
política, y que se considera para su implementación, entre una serie de recursos, la 
planificación gradual con servicios que tengan la responsabilidad de implementarla 
correctamente y revisando sus prácticas de manera permanente.

6.  Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Ministerio de Hacienda, Ministerio de Justicia. «Pro-
yecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad 
víctimas de delitos sexuales», 22 de enero de 2014. Boletín 9.245-07. Disponible en https://tipg.link/
RZpS.

https://tipg.link/RZpS
https://tipg.link/RZpS
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Al problematizar los facilitadores y obstaculizadores de implementación de las 
políticas públicas, por cuanto puede haber muchos medios para alcanzarla —en este 
caso a través de una ley— se busca disminuir el impacto negativo de la interacción 
de un NNA con el proceso penal, siendo ingresado el proyecto de ley al Congreso 
en 2014, para que luego de «un proceso de discusión y análisis fuera publicada en 
el Diario Oficial el 20 de enero de 2018, con una gradualidad de entrada en vigencia 
en tres etapas definidas».7 En la ley se dictaminó, además, que para su ejecución se 
incorporara la técnica de entrevista investigativa videograbada ya que esta:

Constituye el instrumento con evidencia técnica internacional, que limita el nú-
mero de veces en que se le realicen preguntas a los NNA, además con el beneficio del 
registro íntegro de sus manifestaciones verbales y conductuales; y que al ser grabada, 
restringe las posibilidades que nuevamente se esté tomando contacto con los niños, 
niñas y adolescentes, para obtener otro relato.8 

Se debe considerar, por tanto, el cambio sustancial investigativo que surge tras su 
incorporación en el proceso penal.

En general, la implementación de políticas públicas ha sido entendida como «un 
proceso de interacción entre el establecimiento de metas, claramente definidas y con 
recursos disponibles, y a su vez con acciones emprendidas para alcanzarlas, para po-
der ponerlas en práctica, donde se requiere de un sistema de arriba hacia abajo o top-
down de control y comunicaciones, en un proceso evolutivo y de continuo aprendiza-
je» (Parsons, 2007: 484), que consideramos como un flujo de trabajo que no es lineal, 
sino de un aprendizaje y revisión permanente por parte de los diversos organismos a 
cargo de su ejercicio. 

Respecto a la política pública, a su vez, y como antecedente del tiempo transcu-
rrido, Aguilar señaló que «los problemas públicos no son independientes de las va-
loraciones y las perspectivas de los ciudadanos y sus organizaciones, así como existe 
un momento en la historia que se transforma hacia una intervención pública viable 
con instrumentos y recursos a disposición del gobierno» (1993: 57). Esto nos permite 
comprender y cuestionarnos por qué se dio el surgimiento y promulgación de esta 
normativa en modalidad gradual en este periodo, y no antes; considerando todos los 
beneficios del acceso a la justicia para este grupo etario. 

7.  Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Ministerio de Hacienda, Ministerio de Justicia. «In-
forme de la comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, 
en tercer trámite constitucional, que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo 
a menores de edad víctimas de delitos sexuales», 20 de septiembre de 2017. Boletín 9.245-07. Disponible 
en https://tipg.link/RZpY. 

8.  Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Ministerio de Hacienda, Ministerio de Justicia. «Pro-
yecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad 
víctimas de delitos sexuales», 22 de enero de 2014. Boletín 9.245-07. Disponible en https://tipg.link/RZpS.

https://tipg.link/RZpY
https://tipg.link/RZpS
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En razón de ello, un ejemplo ocurrió hace bastante tiempo, en 1957, en Estados 
Unidos, donde a partir de casos de connotación pública de violencia hacia NNA, se 
realizó el primer reconocimiento de «la agenda social interna, donde la preocupación 
por el maltrato y vulneraciones a los niños en general pasó de ser una preocupación 
de grupos de privados, dedicados a la caridad, a ser una preocupación del trabajo 
público, para transformarse en legislaturas estatales» (Aguilar, 1993: 136). Entonces 
se dimensionó que su protección era crucial para la construcción de una sociedad 
más sana y funcional en la resolución de las diversas problemáticas de un país. Es así 
como, de acuerdo a con Olavarría:

El surgimiento de la política pública en el ámbito de la gestión parece estar aso-
ciada a un proceso donde convergen tres factores: un actor político con poder sufi-
ciente para determinar una intervención, un grupo de técnicos capaces, motivados 
y empoderados por el actor poderoso y una coyuntura que genera que ambos se 
vinculen y en ello de gran significación, deben aprobarse a través de la promulgación 
de leyes (2010: 79). 

Esto no deja de llamar la atención, e implica que la sociedad se debe hacer cargo, 
visualizar el problema y ser capaz de dar respuesta a través de su regulación. 

En relación a ello, por otra parte, Basombrío (2013: 29) señala que «los gobiernos 
disponen de herramientas legales, como instrumentos para ejecutar las políticas pú-
blicas y que si bien son complejas por cuanto requieren de la aprobación, tienen el 
beneficio que permanecen en el tiempo». De ello depende el contexto que vive un 
país y, como ha sido el caso de Chile, que con la aprobación del Congreso se de origen 
a la promulgación de esta ley y otras normativas actualmente vigentes —como son 
la Ley sobre Garantías y protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adoles-
cencia— tendientes al interés superior del niño, para que los actores del sistema de 
justicia penal respeten, promuevan y los protejan.

En políticas públicas, se consideran también componentes importantes en cuanto 
a la calidad de servicio. De acuerdo con Ramírez, estos implican «oportunidad, acce-
sibilidad, transparencia en la información, libertad de elegir, trato del personal y en-
torno de los espacios de atención y espera, que a su vez permitan desde la ciudadanía 
un control social y mejoría de estos» (2004: 51). A partir de este proceso se deriva la 
calidad de servicio en la gestión pública (Zeithaml y otros, 1993: 256), la cual permite 
un impacto y logro respecto al propuesto para su promulgación y vigencia. Resulta 
relevante la preponderancia otorgada a las exigencias incluidas en la norma, tanto 
hacia las instituciones que forman parte del sistema de justicia penal, como a los fac-
tores que fueron considerados por el legislador para su implementación y regulación. 

A su vez, es de relevancia comprender el concepto de victimización secundaria, 
objeto de prevención en esta ley especial. Esta es entendida como: 
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Las situaciones que son repetidas, por las que tienen que pasar las víctimas, des-
pués de haber sido afectadas por algún delito, especialmente como el abuso sexual, 
ante los organismos judiciales, viéndose obligadas a testificar un número indefinido 
de veces, perjudicándose psicológica y emocionalmente, de manera más profunda y 
traumática a la víctima (Gutiérrez de Piñeres y otros, 2009: 1).

Se debe tener claridad sobre este concepto y sobre las acciones a realizar para 
lograr su prevención, de modo que exista un impacto sobre las víctimas que acceden 
al sistema de justicia.

Con respecto al concepto de políticas públicas, según Aguilar:

Corresponde a un curso de acción, de decisiones y con un ciclo y proceso de in-
formación relacionados con el objetivo definido, que son ejecutados en el ámbito 
público, con la participación de la comunidad y que favorecen el desarrollo de la po-
lítica social y económica, considerando además la actuación del gobierno (1993: 13).

En este caso, el ámbito de las políticas públicas implica la regulación que se ha 
realizado en Chile para velar por los derechos y el interés superior de los NNA que 
son víctimas de delitos. 

Por otra parte, Jordana (2007: 85) plantea que, en la implementación de políticas 
públicas, «se requiere de la selección en forma paulatina de los intereses de los legisla-
dores y que incluyen a representantes que suelen obtener el control de los organismos 
estatales que suministran los recursos», considerando así, y en forma articulada, las 
variables de la política y los aspectos técnicos que puedan primar en un determinado 
momento para la integración de los factores facilitadores y obstaculizadores de la 
política pública. 

En cuanto a la cultura organizacional, su concepto es entendido como el funcio-
namiento de las instituciones que deben adecuar y/o modificar procedimientos, con 
un cambio de paradigma, que contribuya a dar cumplimiento a lo mandatado por 
ley en la atención de las víctimas NNA. Esto significa aplicar, de acuerdo con Tapias 
(2019: 14), «uno de los principios éticos de la administración de la justicia para niños, 
niñas y adolescentes, que representan un interés superior para el derecho y en torno 
al desarrollo de técnicas idóneas para recabar su testimonio»; lo que requiere una 
profesionalización continua y exhaustiva de los operadores del sistema de justicia.

Respecto a la infraestructura, muy presente en estas materias de implementación 
de normativas, se entiende como el medio necesario para el desarrollo de las regiones 
del país que brindan el servicio de atención en el cumplimiento de los principios de 
esta ley especial, con las adecuaciones técnicas necesarias que favorezcan el mejora-
miento de la atención de víctimas NNA para su reparación. De ahí la relevancia de 
los «recursos necesarios, para la formulación de políticas públicas, de diversa índole, 
como son políticos, económicos, legales, cognitivos y humanos» (Dente y Subirats, 
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2014: 15) que, si los analizamos, son de diversa índole y requieren de una supervisión 
y trabajo permanente si se quiere contar con los medios idóneos para la correcta im-
plementación de una ley especial, como es la de entrevistas videograbadas. 

En el ámbito de las políticas públicas, a su vez, y en cuanto a la normativa, es es-
perable que contribuya a la protección y ejercicio de los derechos de NNA víctimas, 
en igualdad de oportunidades e integración social, por cuanto y según Barudy seña-
laba desde hace bastante tiempo, que «el carácter sano de una sociedad se basa en el 
bienestar de los niños y en la capacidad que esta tenga, de asegurar la protección de 
los más desvalidos» (1999: 216). En este ámbito, en nuestro país se avanzó en brin-
dar a este grupo etario un acceso a la justicia que considerara sus particularidades y 
capacidades testimoniales, teniendo en consideración su desarrollo evolutivo y las 
condiciones psíquicas y físicas idóneas para otorgar su relato libre y en condiciones 
de seguridad y privacidad. 

Al mismo tiempo, y en relación con lo que señalaba Larrauri, existen diversas 
investigaciones de las que se desprende la necesidad de que: 

Las medidas a adoptar para las víctimas, a un nivel policial con el derecho a reci-
bir información y protección de diversa índole, como segundo nivel procesal en las 
medidas [sean] tendientes a disminuir la victimización secundaria en cuanto a los 
espacios para declarar y la protección de su vida privada y finalmente incrementar el 
rol de la víctima en el proceso (1992: 8).

Esto implica tener en consideración la comunicación que se debe tener con las 
víctimas sobre el proceso penal, con la finalidad de que puedan aportar en materia de 
investigación y que, en ese proceso, se encuentren protegidas. 

Así se propone también, que «el desinterés, la desconsideración y la falta de cuida-
do y protección hacia las víctimas, se derivan de los comportamientos estereotipados 
hacia estas» (Larrauri, 2003: 24); todo lo cual ha marcado la historia de cómo se han 
abordado las causas. De ahí la urgencia detectada en nuestro país de tener una polí-
tica pública que sumara, en un trabajo conjunto, a todas las instituciones del sistema 
de justicia penal, y que considerara la revisión de la evidencia internacional sobre las 
mejores prácticas investigativas y de enjuiciamiento.

En relación al presupuesto, en este ámbito en la amplitud de su concepto como los 
«recursos» que se deben evaluar e incluir para hacer posible la ejecución y correcta 
aplicación de las políticas públicas «en los aspectos que influyen en las decisiones de 
diseño, priorización, así como de decisiones de reformulación y el término de políti-
cas existentes» (Irarrázaval y otros, 2020). Esta materia ha sido discutida y problema-
tizada, considerando que esta política pública no ha tenido un presupuesto específico 
asociado que permita su correcta implementación, lo que debe ser considerado para 
su revisión y oportunidades de mejora permanente. 
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Es necesario, además, comprender los conceptos de víctima, victimología y victi-
mización; considerando el ámbito y amplitud de los delitos, para así lograr un acer-
camiento a las fuentes que provocan o generan el proceso de victimización secunda-
ria en niños, niñas y adolescentes en su paso por el sistema procesal penal chileno. 
Aquello exige la necesaria capacitación de funcionarios y funcionarias de cada una 
de las instituciones, para que puedan interactuar con los NNA y favorecer un sistema 
de justicia más cercano y eficiente.

Si consideramos que la víctima es definida por la ONU (1985) como «aquella per-
sona que sufre las consecuencias de un hecho delictivo, sufriendo un perjuicio, ya sea 
como consecuencia de acción u omisión, de acuerdo a la legislación»; y considerado 
desde la criminología la victimología como un «término acuñado en 1949 por Frede-
rick Wertham, psiquiatra estadounidense que lo atribuye al estudio de las víctimas 
de delitos» (Fattah, 2014: 5); obtenemos que, desde un inicio, se analizó por diversos 
expertos la conducta de la víctima como una variable situacional y desencadenante 
del delito. Esta mirada es necesario reflexionarla en profundidad para lograr un cam-
bio real de la visión que tenemos, pues al involucrar y responsabilizar a la víctima 
de los hechos que ha sufrido, se debe estar atentos al hecho de vivir en una sociedad 
cambiante y con nuevas fenomenologías de delito, para brindar atención oportuna y 
una respuesta acorde a las necesidades que requieren las víctimas.

Además, si se tiene presente que en las investigaciones de victimología se han 
demostrado diferentes situaciones que han originado los procesos de victimización, 
y este concepto considera a «todas aquellas condiciones, situaciones, factores o cir-
cunstancias de diversa índole, que causan una interrupción en la vida de alguien y 
que dan lugar al sufrimiento» (Gutiérrez de Piñeres y otros, 2009: 1), se da que estos 
procesos afectan a todo el entorno que rodea a la víctima, de forma directa e indi-
recta, y a cómo se relacionan sus índices de criminalidad en un mundo globalizado. 

Por tanto, en la victimización secundaria debemos tener muy presente que afecta 
a NNA y que, en el periodo de entrada en vigencia de esta ley especial, se consideró 
en la investigación la relación de las políticas públicas con las estrategias de inter-
vención y de seguridad en el plazo definido de la investigación. Siguiendo a Gu-
tiérrez de Piñeres y otros (2009: 2), es importante «identificar los obstáculos que 
presentan las víctimas, al momento de acceder al sistema de justicia, con la falta de 
claridad del proceso o por quiénes las atienden, así como la falta de capacitación de 
los funcionarios(as) públicos, todo lo cual contribuye a la victimización secundaria, 
al recibir un tratamiento negativo por parte del sistema de justicia». Aquello se vio 
además agravado, por cuanto en la fecha de implementación de la normativa, existió 
la problemática de pandemia por covid-19 y el contexto sociopolítico de Chile. Esto 
hizo que bajaran las denuncias, entre otros motivos, porque las víctimas no se acer-
caban a las instituciones a cursar las denuncias, fenómeno que fue muy complejo y 
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que continúa siendo analizado hasta la fecha, por las dificultades que supone acceder 
a información de ese periodo. 

Es así que esta ley ha sido capaz de identificar las variables complejas del funcio-
namiento del sistema de justicia penal y regular así la interacción con NNA en las 
diferentes etapas que implica el proceso penal, considerando, además, las relaciones 
e interacciones con sus victimarios y el análisis de su conducta; como señala Fattah, 
«en el redescubrimiento de su difícil situación, ante delitos violentos y cómo se en-
frentan a un sistema de justicia penal, considerando su desarrollo evolutivo» (2014: 
7) y de los contextos involucrados en que sufriera delito. 

Se debe tener presente que, al producirse esta victimización secundaria, en dife-
rentes momentos «hay factores judiciales, familiares, sociales y laborales, asociados 
que se relacionan con el tipo de delito y uno de los factores que contribuye a desen-
cadenar este proceso en la víctima, es el desconocimiento de los funcionarios(as) 
de brindar una respuesta oportuna a las víctimas» (Gutiérrez de Piñeres, Coronel y 
Pérez, 2009: 3), que deje afuera los prejuicios y se mantenga una preparación y for-
mación para su correcta atención. 

Si bien el sistema penal debe ser capaz de articularse con los recursos que dispone 
la sociedad para prevenir la victimización secundaria, se debe considerar la necesi-
dad de «valorar […] el tipo de daño psicológico existente para orientar el tratamiento 
adecuado, así como determinar las secuelas presentes a efectos de la reparación del 
daño causado» (Echeburúa y otros 2004: 235), dando apoyo oportuno para que las 
víctimas dejen de serlo y puedan realmente reinsertarse socialmente y continuar con 
su vida tras haber sido víctimas de delito. 

Al considerar lo anterior, cuando el trato no es el adecuado, surge el término de 
victimización judicial, que «se refiere al trato inadecuado, que reciben algunas vícti-
mas por parte del sistema judicial, representado en sus operadores judiciales, desde 
que la víctima se vincula con el proceso» (Mantilla y Avendaño, 2020: 75). Por ello, la 
victimización judicial debe ser señalada para así tener una comprensión integral de 
lo que este fenómeno significa para las víctimas en su ciclo vital. 

En ello se avanzó con un paso crucial al promulgar esta ley especial, pero el tiem-
po y la relación interinstitucional oportuna, coordinada y eficiente dirá si hemos sido 
capaces de generar un verdadero cambio en el tratamiento hacia la infancia cuando 
más lo han necesitado en nuestro país, es decir, al haber sufrido un delito, y que se 
cumpla con lo estipulado en la normativa.

Riesgos de victimización

En general, estos modelos han sido desarrollados para otorgar explicaciones a los ries-
gos de victimización que, en determinadas zonas y grupos, y según Fattah (2014: 14) y 
diversos autores, reúnen ciertas cualidades. Entre estas se encuentran las siguientes: 
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•	 Estilo de vida: este modelo señala que la probabilidad de que un individuo 
sufra de victimización personal depende en gran medida del estilo de vida y el 
tipo de actividades en las que está involucrado. 

•	 Enfoque de la actividad rutinaria: consiste en el contacto físico directo entre 
al menos un delincuente y una persona u objeto, y en que ese delincuente 
intente tomarlo o dañarlo. Los factores centrales que subyacen son la oportu-
nidad, la proximidad y/o la exposición, además de otros factores que pueden 
ser facilitadores. 

•	 Modelo de oportunidad: incorpora elementos de los dos anteriores y señala 
que el riesgo de victimización delictiva depende en gran medida del estilo de 
vida de las personas y de sus actividades rutinarias.

•	 Modelo holandés: sugiere tres factores determinantes principales, como son la 
proximidad, el atractivo y la exposición en la relación con quien comete delito, 
es decir, en la interacción entre ofensor y víctima. 

En relación a lo anterior, y según Dünkel, «la persecución penal en su conjunto 
depende de la voluntad de la víctima, en el hecho de denunciar y luego el proceso 
desiste de ella, en el sentido de ser relegada a un segundo término» (1985: 162). Si 
pensamos en que ha persistido esa visión en los diversos procedimientos que se pue-
den adoptar en el contexto de la ocurrencia de un delito, la situación resulta ser muy 
difícil para alguien que se encuentra en esa condición, con la carga que ello implica, y 
más aún si dimensionamos lo que puede sentir un NNA al ser víctima de delito y en 
lo que puede llegar a afectar su proceso de normal desarrollo. 

En los escritos victimológicos se ha relacionado la victimización primaria con la 
teoría de la desigualdad social, mientras que para explicar la victimización secun-
daria se ha propuesto el interaccionismo simbólico que, de acuerdo a la revisión de 
Dünkel, corresponde a:

•	 Teoría de la desigualdad social: está estructuralmente condicionada entre víc-
tima y autor, variando el significado de la dimensión individual en cuanto a la 
desigualdad de condiciones en que se encuentra la víctima, en un determinado 
momento, en relación al autor del delito.

•	 Interaccionismo simbólico: es la influencia recíproca de un individuo sobre las 
acciones del otro cuando se encuentran en presencia física inmediata, y que nos 
permite comprender cómo, desde las políticas públicas, se van creando hábitos.

Teorías criminológicas 

De acuerdo con Dünkel, desde sus inicios y de acuerdo a lo expuesto previamente, 
«ninguna de las teorías mencionadas de victimización, resultan ser suficientes […] 
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en parte porque aún falta investigación empírica de estas teorías» (1985: 177) y, por-
que pese al tiempo transcurrido y lo que señalan varios autores, eso se mantiene. 
En concordancia con ello es que se presentan algunas de las teorías desde el ámbito 
de quiénes son rotulados como delincuentes, para analizar así sus implicancias y su 
contribución a la comprensión integral del fenómeno de la victimización secundaria. 

Sutherland (1947: 36) definió la Criminología como el «estudio del proceso desde 
la creación, transgresión y aplicación de la ley penal». Por ello, y a su vez de acuerdo 
con Akers, «se establecen las teorías de creación y aplicación de las leyes penales y 
las teorías de transgresión de la ley» (2002: 2-3), en cuanto a la conducta que pueda 
desarrollar el delincuente y su relación con la víctima. 

Respecto a ello, hay que considerar lo siguiente:

Como ciencia social [la criminología] utiliza sus conocimientos en el diseño de 
estrategias, para reducir la acción delictiva a niveles que sean tolerables por la socie-
dad, y por ello, se buscan las causas o factores con incidencia que favorecen la ocu-
rrencia del delito, para luego construir soluciones que sean tendientes a prevenirlos 
(Elbert, 2001: 65).

Aquello ha sido analizado durante décadas por diversos expertos, constituye un 
elemento de interés y es materia de agenda a nivel internacional. 

Las primeras, que han sido denominadas «teorías de justicia criminal», intentan 
describir por qué tenemos unas determinadas leyes penales y cómo opera el siste-
ma policial y de justicia penal; además de estudiar los recursos sociales para ejercer 
presión y control en contra de estas conductas. Estas teorías, por tanto, intentan res-
ponder a estas cuestiones proponiendo qué variables sociales, políticas y económicas 
afectan la creación y aplicación del derecho y, por ello, la importancia de considerar-
las en este estudio para una comprensión integral del fenómeno que existe detrás de 
cada proceso penal y que involucra a la víctima.

Teoría de labelling o reacción social

Se inició en la década de los sesenta y se desarrolló a nivel teórico durante los ochen-
ta. Considera las configuraciones sociales de las formas de funcionar, y se puede decir 
con Meltzer, Petras y Reynolds que: 

La interacción simbólica es la que tiene lugar entre las opiniones y significados que 
caracterizan las sociedades humanas, en el cómo mediante los factores estructurales 
de tipo económicos, políticos, sociales, configuran las formas de adaptación, en di-
ferentes momentos históricos del control social (1975: 23). 

Por ello, es un proceso dinámico que exige un análisis permanente en el tiempo, 
de acuerdo a los contextos sociales que estén sucediendo. 
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La naturaleza humana, señalan estos autores, es en esencia antisocial, aunque so-
mos racionales; y es la postura ontológica del ser humano —como evidentemente 
racional, con elementos propios— en que existe un acuerdo de tácito. Eso ha cons-
tituido una discusión sistemática de las diversas escuelas de pensamiento dentro de 
este ámbito. 

Las causas de la conformidad, aquello que nos hace convencionales a una deter-
minada sociedad —tanto en el caso de personas como de instituciones, formales e 
informales— donde «la conformidad resulta cuando los vínculos sociales son fuertes, 
en el lugar que ocupamos en la sociedad y con las metas sociales, deseadas, y de cuán 
fuerte son esos vínculos que se han establecido» (Bergalli, 1980: 51); es la relevancia 
que tiene para comprender si nos sentimos o no parte de lo que ocurre a nuestro 
alrededor y que define nuestras conductas con otro.

En ello, las normas que tenemos en nuestra sociedad, que son de carácter formal o 
informal, tienen que ver con la tradición y con nuestra cultura, y nos hace reflexionar 
sobre las condiciones que se deben dar para que se cumplan y se respeten en la com-
prensión del «estudio de la acción del sistema penal, preocupándose de las instancias 
formales del control social, respecto de la criminalidad y estudiando efectos estig-
matizadores de los órganos de persecución» (Luna y López, 1982: 45). Estas se deben 
tener en consideración para su comprensión cada vez que, desde diferentes ámbitos, 
analizamos una situación delictiva y proponemos una solución.

Teoría de tensión social

A esta teoría se le asocia al surgimiento de la perspectiva funcionalista, por lo que tie-
ne como objeto de estudio las necesidades y demandas sociales de orden colectivo. Es 
por esto que se analiza la «cohesión social a partir de un conjunto de reglas de com-
portamiento que suponen valores, principios y normas comunes, las cuales terminan 
creando el orden social deseado» (Sibaja López, 2017: 41). El problema se encuentra 
cuando los sujetos no están de acuerdo, no aprenden o no interiorizan este conjunto 
de reglas. Es ahí cuando existe un fracaso en la socialización, lo que «conlleva a los 
sujetos a no respetar estas normas y es ahí cuando deben intervenir los agentes de 
control social, buscando un ordenamiento jurídico, que establezca la forma de reso-
lución de distintas problemáticas» (Sánchez, 2014: 310), y que puede desencadenar en 
delitos, como en el caso del ámbito que compete a la aplicación de la presente ley. Esto 
puede llevar a visualizar el posicionamiento de una víctima que es menor de edad a la 
que, muchas veces, se le exige las mismas competencias testimoniales que a un adulto 
en el paso por el sistema de justicia penal y en el ejercicio pleno de sus derechos; lo 
que en muchas ocasiones ha sido difícil y no visualizado desde esta perspectiva. 
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Criminología crítica

Está centrada en el estudio del sistema penal y realiza propuestas de política criminal 
referidas a este, lo que ha permitido volver a dialogar con las personas y grupos que 
trabajan en el sistema penal. En este sentido, curiosamente: 

Los críticos son los que han propiciado nuevos debates con los penalistas, respecto 
de las teorías más sociológicas y por consiguiente más enfocadas a las propuestas de 
prevención social del delito (Cid y Larrauri, 2001: 226). 

En ello, la política criminal favorecida por la criminología crítica, gira en torno a 
la reforma social.

Elementos de carácter normativo

En el marco de una amplia legislación atingente al respeto de los derechos integrales 
de los NNA, ello comprende los tratados suscritos por el Estado de Chile. Por ello se 
destaca que la Ley 21.057, con una reciente entrada en vigencia a nivel nacional, pro-
mueve y garantiza el respeto a los derechos de niños, niñas y adolescentes al incorpo-
rar una regulación específica para la interacción y el respeto íntegro de sus derechos.

Esta legislación nacional, con una fuerte injerencia en la protección de los dere-
chos de los NNA, fue promulgada en un contexto donde además destacan las recien-
tes instituciones creadas en Chile para la infancia en 2018, como es la Defensoría de la 
Niñez y la Subsecretaría de la Niñez, así como también la promulgación del Sistema 
de Garantías y protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes; 
que incide en la implementación de la política de prevención de la victimización se-
cundaria de NNA como una nueva normativa en la gestión de la política pública y en 
el cambio cultural que ello ha implicado. 

A lo anterior, considerando «la norma constitucional de la función del Ministerio 
Público, de dar protección a las víctimas y testigos, que en el artículo 6 del Código 
Procesal Penal, se extiende a todas las etapas del procedimiento penal y que, para 
ello, se debe evitar la victimización secundaria» (Horvitz y López, 2002: 148-149), 
conceptos que han sido, a su vez, ampliamente discutidos por el sistema de justicia y 
analizados en sus implicancias para darle cumplimiento. 

A su vez, el «Diseño de Proceso de Implementación» del año 2012, que es un 
informe que fue encomendado a Proyecto U-Redes Infancia y Justicia, del trabajo 
interinstitucional para promover una ley de entrevistas videograbadas, con apoyo de 
académicos de la Facultad de Derecho y de la Facultad de Ciencias Sociales de la Uni-
versidad de Chile, «donde se expuso que los NNA entrevistados(as) desean relatar y 
que se les tome en cuenta y no tener que repetir su relato» (2012: 6) y se identifica 
en el documento, que el Estado chileno estaba requiriendo que los niños, niñas y 
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adolescentes víctimas, repitieran sus relatos en innumerables oportunidades, en el 
transcurso del proceso penal y además en modalidad de tipo interrogatorio, sin una 
capacitación adecuada y con el uso de estándar unificado en el proceso, identificando 
la vulnerabilidad en las políticas públicas en materia de infancia, donde se sostiene 
que se estableciera la elaboración de un protocolo de entrevista y con un proceso 
estandarizado.

Así también, el informe de «Diseño de Proceso de Implementación» recoge en el 
derecho comparado lo siguiente:

La experiencia de diversos países como Inglaterra, España, Estados Unidos, Israel, 
Bélgica, Australia, Argentina, Perú, República Dominicana y Costa Rica, por haber 
tomado medidas en disminuir la victimización secundaria de las víctimas, y sin des-
atender el proceso penal o administrativo a perseguir, con cambios en su normativa 
legal y que a su vez, ha ocasionado resistencias ante el cambio (2012: 13).

Aquello se expone como antecedente de lo que podría suceder en el caso de Chile 
de «contar con un protocolo de entrevista y con un estándar homogéneo de calidad 
en su aplicación» (2012: 15) de los funcionarios(as) que cumplan ese rol. 

Y por supuesto, en la Organización de las Naciones Unidas, la Asamblea General 
(1989), en la Convención Internacional de los Derechos del niño, niña y adolescente, 
en su artículo 19, exige a sus Estados parte la adopción de:

Todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas para proteger 
al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato 
negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se 
encuentre bajo la custodia de sus padres, de un tutor o de cualquier otra persona que 
lo tenga a su cargo. 

Esta normativa ha sido incorporada en nuestro país y ha sido ampliada con otras 
normativas adicionales. 

Respecto de la legislación internacional relacionada con la prevención de la victi-
mización secundaria de niños, niñas y adolescentes, se recoge también el informe del 
Comité de los Derechos del Niño (22 de junio de 2022), en cuanto a los desafíos de 
Chile para abordar a los NNA. En el párrafo 19 se indica que respecto a «la violencia 
contra los niños», deben adoptarse medidas urgentes, se insta al Estado garantizar la 
participación efectiva de NNA en la formulación y aplicación de las políticas y pro-
gramas que los(as) involucra, e insiste en la necesidad de adaptar procesos normati-
vos y técnicos que permitan que puedan acceder al sistema de justicia penal. 

De acuerdo a lo anterior, a su vez, el Comité de los Derechos del Niño (2022) 
recomienda al Estado de Chile como medidas generales de aplicación, «elaborar pro-
cedimientos de evaluación del impacto en los derechos del niño de toda la legislación 
en políticas nacionales y subnacionales» (artículos 4, 42 y 44, párrafo 6), así como 
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también, «facilitar que los niños puedan denunciar fácilmente y se disponga de me-
canismos para otorgar una respuesta eficaz y adaptada a sus necesidades» (artículos 
2, 3, 6 y 12); con el respeto íntegro del interés superior y sus opiniones en los diferen-
tes contextos que se desenvuelven. 

Es también relevante para este estudio lo que señala el Comité de los Derechos 
del Niño (2022, artículo 20, letra f), en cuanto a «considerar como procedimiento 
estándar la aceptación de las grabaciones audiovisuales del testimonio de los niños en 
calidad de prueba principal, con enfoque multisectorial y adaptado a los niños, para 
evitar su retraumatización». La política de esta ley, al incluir la técnica de entrevista 
investigativa videograbada como herramienta de investigación, se hace cargo y al 
mismo tiempo da cumplimiento a este apartado. 

En concordancia con lo expuesto, se considera lo señalado en el Comité de los De-
rechos del Niño (2022, artículo 41, de niños víctimas y testigos de delitos), respecto de 
reducir los plazos de investigación y resolución penal y permitir el ejercicio efectivo 
del derecho de acceso a la justicia. Esto es posible gracias a la Ley 21.057, al mandatar 
en su regulación una atención oportuna y preferente de NNA víctimas. 

Por otra parte, el Comité de los Derechos del Niño (2022, artículo 46, de segui-
miento y difusión) solicita que las recomendaciones se lleven a la práctica con infor-
mes periódicos y se difundan en la población. 

Conclusiones y desafíos

En el contexto de la política pública de prevención de la victimización secundaria de 
NNA de la Ley 21.057, se profundizó en el enfoque y en su aplicabilidad, por parte de 
las instituciones del sistema de justicia penal, donde se logró visualizar las diferentes 
variables que han impactado en la implementación de esta ley especial e identifican-
do los factores que han facilitado y obstaculizado la vigencia de la Ley 21.057, tanto de 
un punto de vista legal, como operativo. Esta normativa se encuentra en un proceso 
reciente de implementación en Chile y sirve de insumo para continuar la genera-
ción de información valiosa para las instituciones del sistema de justicia penal, en la 
toma de decisiones oportunas y debidamente informadas. Además, de ser necesario, 
contribuye a aplicar ciertas modificaciones legales u operativas que puedan surgir, 
de acuerdo con la revisión permanente y la optimización del proceso que se realice. 

Se debe considerar, además, los factores que han influido en esta política pública, 
como fue la dificultad de la implementación de la ley por el contexto país y mun-
dial, en que no se logró su ejecución normal de entrada en vigencia producto de la 
pandemia por covid-19. También, el no contar con presupuesto asociado de forma 
directa para su implementación, ha tenido como consecuencia, de acuerdo con la 
información producida, las actuales deficiencias que persisten. Por una parte, se ha 
detectado, entre otras cosas, que no se cuenta en territorio nacional con infraestruc-
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tura suficiente e idónea para la realización de las diligencias con NNA. Por otra parte, 
otras adecuaciones que han sido necesarias realizar dicen relación con dificultades 
de implementación. Primero, por la especificidad de competencias requeridas, como 
los procesos de formación inicial y de formación continua en las instituciones, y la 
necesidad manifiesta en el cuidado de los equipos; ya que es importante contar con 
operadores(as) que se encuentren disponibles de forma íntegra en el sistema, recor-
dando y valorando las necesidades que puedan surgir, además de la capacitación en 
su salud emocional; ya que, sin ello, el cumplimiento óptimo de la norma, puede estar 
en riesgo. 

Destaca el hecho de que los diversos profesionales y organismos del sistema de 
justicia penal tengan un rol primordial, cuyo impacto influye además en la cultura 
organizacional y, con ello, en la implementación de la política pública. Se valora que 
exista una mesa de trabajo interinstitucional, con representantes de todas las insti-
tuciones del sistema de justicia penal, lo que constituye un elemento favorecedor, ya 
que, por ley, esta coordinación es obligatoria. También se valora el impacto positivo 
e injerencia que ello ha tenido en otras materias de relacionamiento estratégico entre 
las instituciones que, previo a la norma, no existían; de manera que ha existido un 
impacto incluso en otras áreas.

También la infraestructura específica en algunos espacios, la participación activa 
de la sociedad civil y los cambios respecto a cómo se entiende la cultura organiza-
cional, facilitan la implementación de la norma. A esto se suma además el aporte 
disciplinario que se genera en la interacción con NNA víctimas para prevenir su vic-
timización secundaria, y el cambio de paradigma que se ha requerido y que ha sido 
urgente socializar como política pública para el respeto íntegro de los derechos de los 
NNA y, con ello,  de la sociedad en su conjunto.

Resultados y recomendaciones para políticas públicas

Se requiere favorecer la participación activa de los NNA en la normativa, de forma 
que permita indagar en las medidas que sea necesario adoptar de forma oportuna e 
informada, para el resguardo de la privacidad y confidencialidad en los diversos pro-
cedimientos que requieran contar con su participación, así como también conocer 
de qué manera perciben las acciones que se realizan con y para ellos(as) por parte de 
los diferentes actores con los cuales interactúan en el sistema de justicia penal, para la 
prevención de su victimización secundaria. 

En relación a las habilidades para la implementación de la norma, es necesario 
evaluar de manera crítica la cobertura adecuada de los procesos en su integralidad, 
con la gestión eficiente de los recursos disponibles y «considerando las realidades 
regionales y las dimensiones de la calidad de servicio» (Zeithaml, Parasuraman y 
Berry, 1993: 256). Este se debe desglosar con mayor detalle por parte de todas las ins-
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tituciones a cargo de su implementación, para así detectar eventuales problemáticas 
y/o necesidades que podrían afectar su cumplimiento. 

La metodología utilizada debe ser adecuada para permitir la evaluación real de la 
cantidad de causas que afectan a NNA víctimas, y para que se dé cumplimiento con 
el trato oportuno y preferente; por cuanto, en el periodo de entrada en vigencia de 
la norma, las mediciones se vieron afectadas por una parte, debido al contexto so-
ciopolítico de Chile, —que afectó la implementación de la política pública, al existir 
prórroga para la entrada en vigencia de la segunda y tercera etapa— y, por otra parte, 
como consecuencia de la pandemia de covid-19, donde el foco tuvo que ser redirigido 
a otras necesidades urgentes. Por ello, se debe evaluar cuál será la carga de causas a 
abordar para dar cumplimiento a la normativa en la actualidad y en el futuro.

Para el debido proceso penal en que se incorporó la nueva técnica, la entrevista 
investigativa videograbada, y el uso estandarizado de un protocolo con evidencia in-
ternacional para ello, se requiere de un análisis exhaustivo en el tiempo de la calidad 
de la información producida en su aplicación, versus la cantidad de diligencias prac-
ticadas. También son relevantes las competencias de los funcionarios a los que les 
corresponde interactuar con NNA víctimas, para resguardar que esta sea ejecutada 
por operadores debidamente capacitados y que se proteja tanto el rendimiento pro-
fesional de quienes entrevistan, como las prácticas adecuadas para su autocuidado, 
todo ello con el fin de responder al objeto que se propuso la ley.

En cuanto a los desafíos de Chile en materia de protección y resguardo de los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes, el Comité de los Derechos del Niño in-
formó en detalle las medidas urgentes que deben adoptarse y que todas las institucio-
nes deben incorporar en sus procesos diarios. Estas se deben tener presentes en ese 
proceso, para garantizar la participación efectiva de los niños, niñas y adolescentes 
en la formulación y aplicación de las políticas y programas, con las adecuaciones que 
sea necesario considerar según su desarrollo evolutivo.

Se recomienda también la disponibilidad de información estadística y necesaria, 
relativa a los NNA, con el fin de estandarizar la recopilación de los datos y contribuir 
a la correcta y oportuna toma de decisiones en todas las instituciones que forman 
parte del sistema de justicia penal y los organismos que interactúen con ellos, con-
tribuyendo así a determinar aquello que resulta prioritario para la agenda pública y 
optimizar los recursos disponibles.

La debida aplicación del presupuesto específico destinado a esta política pública, 
permitirá estandarizar y mejorar la calidad de atención que reciben los NNA víctimas 
en su paso por el sistema de justicia penal, así como evaluar las necesidades que pue-
dan surgir o requerir modificaciones de índole legal y/o procedimental, entre otros. 

Se propone una coordinación y difusión con otras instituciones y organismos que 
quedan fuera de la competencia directa de ámbito del sistema de justicia penal, pero 
que cumplen un rol significativo en la interacción con niños, niñas y adolescentes, 
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por cuanto se recomienda realizar un estudio para evaluar su incorporación; contri-
buyendo a la integralidad de la atención y cobertura de las necesidades que presenten 
los niños, niñas y adolescentes, como son los Tribunales de Familia u organismos de 
otra índole. 

También se debe potenciar en mayor medida la cooperación internacional, tanto 
en el ámbito de la ocurrencia como la tipología de los delitos. Estos, han ido cam-
biando su fenomenología en nuestro país y en ello se ven involucrados NNA y sus fa-
milias. Así, se pueden potenciar las redes de apoyo, como la adopción y actualización 
de los procedimientos de interacción con ellos, basados en evidencia y en el relacio-
namiento estratégico para la incorporación de mejores prácticas que favorezcan un 
abordaje integral en la protección y resguardo de sus derechos, considerando en ello 
la globalización y los constantes cambios sociales que se van suscitando a nivel mun-
dial. Por ello se vuelve relevante, además, profundizar en los amplios y fluctuantes 
fenómenos que pueden propiciar la conducta delictiva, así como el comportamiento 
psicoemocional de diversos grupos en diferentes contextos sociales y culturales; los 
cuales desencadenan delitos en la actualidad y, con ello, víctimas en el futuro.

En cuanto a la comunidad, y para favorecer su seguimiento y difusión, se reco-
mienda realizar informes periódicos e incorporar nuevas metodologías en las insti-
tuciones mandatadas por ley para el óptimo cumplimiento de la norma. También se 
deben evaluar las estrategias necesarias —incorporando diversas disciplinas— para 
la difusión comprensible de sus resultados a la población, así como incluir la partici-
pación de las instituciones de formación para potenciar la revisión de los procesos. 
Por último, se debe tener en cuenta la mantención y actualización de un estándar 
adecuado y basado en evidencia, en la aplicación de los diversos procedimientos por 
parte de los funcionarios partícipes. 

Las instituciones mandatadas por la norma deben articularse y coordinarse para 
su cumplimiento y así evitar que trabajen por separado. Se deben favorecer las reu-
niones frecuentes de mesas de trabajo para resolver a tiempo los problemas u otras 
variables que puedan surgir, y recibir retroalimentación sobre los protocolos inte-
rinstitucionales para establecer acuerdos, convenios u otros.

Igualmente, se debe propiciar la participación de la academia, para que su expe-
riencia se considere en la aplicación de políticas públicas o cualquier otro tipo de 
emprendimiento que involucre esta materia. Dado que uno de los ejes centrales para 
el cumplimiento exitoso de la ley es la capacitación permanente de los funcionarios 
que cumplen el rol como entrevistadores, así como de operadores en general a los 
que les corresponda interactuar con NNA; su actuar debe estar basado en revisiones 
significativas del conocimiento científico. Así, se podrá continuar promoviendo la 
correcta aplicación de la ley según como fue concebida, y que las diligencias sean de 
conocimiento general, tanto para la sociedad como para las instituciones encargadas 
de su aplicabilidad. 
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Evaluar y dimensionar la Ley 21.057 en un mundo de constante cambio está pen-
sado para una situación en la que por lo general hay acceso a diferentes medios de 
comunicación por parte de los intervinientes, para conocer antecedentes de los di-
versos procesos que se están llevando a cabo y que les competen. No obstante, a nivel 
de distancias de traslado de NNA víctimas y sus familias, tipos de caminos o ruta, la 
disponibilidad y el uso de tecnología, así como de sistemas web, no necesariamente se 
cumple. Es necesario que ello esté disponible de forma transversal en nuestro país, así 
como la incidencia de variables que se generen en diversos contextos sociopolíticos o 
relativas a la situación sanitaria —entre otros— como surgió en esta política pública. 

Incorporar y propiciar visiones distintas, de diversos actores, y que sean sistémicas 
al interior de las propias instituciones y en las relaciones estratégico interinstitucio-
nales, para detectar a tiempo otros factores de riesgo —o derechamente otros hábitos 
dañinos— en la interacción con niños, niñas y adolescentes, y que no se hayan visua-
lizado en primera instancia. Es decir, políticas públicas que sean complementarias y 
que se incorpore la evidencia internacional comparada.

En este estudio, se destaca el aprendizaje que se ha logrado, por medio de esta 
política pública, a la hora de mejorar la atención a NNA víctimas. Por ello, podría y 
debería ser extensible a los adultos, para así potenciar una interacción de calidad con 
los(as) intervinientes del proceso penal, y el respeto íntegro de las personas, indepen-
diente de su grupo etario y condición jurídica en que se encuentre.
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